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La indignación de la ciudadanía por el escándalo de
los viajes con licencia médica de 25 mil funciona-
rios públicos se une a la exasperación que provo-
ca la inacción de las autoridades. Desde al menos

20 años que se vienen registrando denuncias de fraude en
el uso del subsidio por incapacidad laboral, pero no se ha
advertido real preocupación de quienes tienen las atribu-
ciones para ponerles límite a tamañas injusticias. La últi-
ma información difundida por la Contraloría da cuenta de
cuán extendida está la práctica de obtener una licencia
médica para poder gozar de vacaciones en el extranjero.
No se incluyen los asuetos
que se disfrutan dentro de
Chile, pues eso requeriría de
investigaciones más com-
plejas; en cambio, para de-
tectar lo que tanto ha alarmado a los chilenos bastaba con
un simple cruce de dos registros computacionales. Si no
se había hecho antes, posiblemente se deba a que nadie
pensó que pudiera ser una práctica tan masiva.

Quizá sean pocas las entidades que se libren de tener
algún trabajador dispuesto a conseguirse una licencia con fi-
nes espurios. Entre las 50 con el mayor número de fraudes,
aparecen 15 municipalidades y 11 corporaciones municipa-
les. También, seis grandes hospitales de Santiago, reflejo del
hecho de que los trabajadores de la salud superan los 30 días
de permiso en promedio por funcionario. En cuanto a casos
individuales, son aún más extremas las situaciones que se
han conocido, desde una persona que se otorgó a sí mismo
una licencia y luego emprendió viaje a algún lugar en el ex-
tranjero, hasta 419 trabajadores de un hospital que tuvieron
licencia por más de seis meses en dos años analizados. Y estos

casos están aún lejos de las marcas récords, pues ha habido
personas que han conseguido recibir sus salarios por más de
10 años sin trabajar.

Si bien abusos han existido desde que se establecieron
las licencias, fue hace ya unos 25 años cuando comenzaron a
aumentar los permisos con serios indicios de irregularida-
des. Llamaba,además, la atención que estos incrementos fue-
ran mayores en Fonasa que entre los afiliados a isapres, lo
que apuntaba a diferencias en los sistemas de control. Luego
se detectaron verdaderas mafias dedicadas a la venta de li-
cencias falsas y médicos que prescribían, individualmente,

miles de estos permisos. Co-
mo la reacción de las autorida-
des nunca fue verdaderamen-
te enérgica, los abusos conti-
nuaron, agudizados en el sec-

tor público por las extraordinarias dificultades para despedir
a un empleado comprobadamente abusador. Así las cosas,
buena parte de las cotizaciones de 7 por ciento —alrededor
de la mitad en el caso del Fonasa— se destina hoy a cubrir el
pago por estas frecuentes ausencias, mientras numerosos si-
tios de internet venden licencias médicas, en su mayoría por
padecimientos psiquiátricos, a precios módicos. 

Muchos permisos pueden tener alguna justificación,
pero no la que contempla la ley. Problemas sociales, labo-
rales, familiares y otros pueden haber encontrado salida
en las licencias por enfermedad, lo que no hace menos
grave este fraudulento uso. A lo largo de los años ha habi-
do diferentes propuestas, algunas con respaldo de los go-
biernos, pero nunca se ha logrado una revisión a fondo del
problema. La escandalosa situación actual es el resultado
de no haberlo hecho.

Este es el resultado de más de dos décadas sin

abordar el problema con decisión. 

Falsedad en las licencias médicas

En las distintas regiones del país, una serie de edifi-
cios patrimoniales, algunos del Estado y otros
privados, han estado abriendo sus puertas este fin
de semana, en celebración del Día de los Patrimo-

nios, para que las personas puedan apreciar su arquitectu-
ra exterior y su decoración interior, aprendiendo aspectos
de la historia que encierran. Se trata de una fiesta cultural
que ha capturado la imaginación de la ciudadanía, atra-
yendo cada año a más público, el que muchas veces hace
largas filas para visitar cada espacio. 

La capital del país tiene en su casco céntrico gran can-
tidad de edificios patrimo-
niales, muchos de los cuales
se han visto afectados por la
declinación comercial de la
actividad en esa zona, au-
mentada luego por los graves disturbios y destrozos a los
que fue expuesta durante la revuelta de octubre de 2019.
Entre esos lugares afectados está el tradicional Club de la
Unión. No es el edificio propiamente tal el dañado, ni las
valiosas obras artísticas que alhajan su interior, ni sus es-
paciosos salones bullentes de actividad social en otras
épocas, en los que tantas reuniones históricas tuvieron lu-
gar, sino que lo que se ha visto afectado fuertemente ha
sido la capacidad de sus socios para mantenerlo, por la
reducida cantidad de estos que siguen pagando sus cuotas
y, como consecuencia, la mínima actividad que en él se da.

De hecho, la sociedad que administra la infraestructu-
ra enfrenta una solicitud de liquidación ingresada por sus
empleados, con quienes dicha sociedad mantiene impor-
tantes deudas, situación cuyo desenlace se está ventilan-
do estos días en los tribunales. La nueva mesa directiva
del Club está realizando gestiones para sacarlo adelante,
pero enfrenta enormes dificultades. La recuperación del
casco céntrico requiere de acciones políticas, tanto muni-
cipales como del Gobierno central, además de inversión
privada, la que podría llegar si las anteriores acciones dan
a esos agentes la confianza necesaria, todo lo cual tomará

tiempo. Hace algunas déca-
das se estudió la posibilidad
de que el Estado lo adquirie-
se para el funcionamiento de
la Cancillería, pero eso no

fructificó. Ahora hay rumores de conversaciones con in-
versionistas privados que podrían interesarse por todo
ese sector, que también incluye la Bolsa de Comercio, que
en la actualidad solo se utiliza de manera muy parcial. De
concretarse algo así, constituiría una inyección de opti-
mismo para todo el casco céntrico. 

El Día de los Patrimonios es una buena ocasión para
que se tome conciencia de lo que el país perdería si el pa-
trimonio histórico, cultural y artístico del Club de la
Unión desapareciera porque no pueda continuar operan-
do y no se le encuentre un uso alternativo.

Debe tomarse conciencia de lo que el país

perdería si este patrimonio desapareciera.

Club de la Unión

Recientemente hemos conmemorado
el Combate Naval de Iquique y el sacrifi-
cio valeroso de Prat. Recordemos esta
fecha histórica con fragmentos de la car-
ta que el almirante Grau le dirigió a su
viuda y la respuesta
de esta última, que
nos prueban que
aun en la guerra hay
espacio para la ca-
ballerosidad y la no-
bleza: “Dignísima
señora... siento pro-
fundamente que es-
ta carta… contribu-
ya a aumentar el do-
lor que hoy, justa-
m e n t e d e b e
dominarla… su dig-
no y valeroso espo-
so… fue, como usted
no lo ignorará ya, víctima de su temera-
rio arrojo en defensa y gloria de la bande-
ra de su patria. Deplorando sinceramen-
te tan infausto acontecimiento… cumplo
con el penoso deber de enviarle las, para
usted, inestimables prendas que se en-
contraron en su poder. Ellas le servirán

indudablemente de algún pequeño con-
suelo en medio de su gran desgracia”.

“Distinguido señor: Recibí su fina y es-
timada carta... En ella, con la hidalguía
del caballero antiguo, se digna usted

acompañarme en
mi dolor deplorando
s inceramente la
muerte de mi espo-
so y tiene la genero-
sidad de enviarme
las queridas pren-
das que se encon-
traron sobre la per-
sona de mi Arturo…
No crea usted que
sea mi intento incul-
par al jefe del Huás-
car la muerte de mi
esposo... un jefe se-
mejante, un corazón

tan noble, se habría, estoy cierta, inter-
puesto, de haberlo podido, entre el mata-
dor y su víctima y habría ahorrado un sa-
crificio tan estéril para su patria como
desastroso para mi corazón”. 

D Í A  A  D Í A

Nobleza

R. RIGOTER

La última Cuenta Pública del Presidente Boric
se dará en medio de la gravísima crisis de confian-
za y la alta desaprobación por la que atraviesa su
gobierno y la coalición que lo apoya. El relato que
con astucia se buscó articular el año pasado para
presentar su administración como aquella que
devolvió la normalización al país y estabilizó la
economía —con cierta arrogancia sus autorida-
des llegaron incluso a levantar el lema de que
“Chile está de vuelta”—, difícilmente les podrá
servir ahora como base para un discurso.

Si ya el año pasado, cuando se jactaban de ha-
ber “normalizado” el país, muchos le recordaban
al Presidente Boric que su sector, incluyendo ac-
tuaciones suyas cuando era diputado, contribu-
yó decisivamente a la desestabilización política y
económica del gobierno de Piñera —alentaron el
desorden en las calles, cohonestaron con la vio-
lencia, debilitaron las fuerzas de orden, fomenta-
ron los retiros de los fondos de pensiones a sa-
biendas de sus perniciosos efectos, entre otras
conductas— y que el principal hito que ha coo-
perado a dar cierta estabilidad al país fue el re-
chazo al proyecto constitucional refundacional
de la Convención, texto que el Gobierno entu-
siastamente apoyó, ahora se acumulan nuevos
argumentos en contra de esa tesis.

Desde el punto de vista económico, el último
informe del Consejo Fiscal Autónomo es lapida-
rio. No existe memoria de un documento tan ne-
gativo sobre el manejo de las cuentas fiscales co-

mo el presentado este mes ante la comisión mix-
ta de Presupuestos del Congreso. De acuerdo
con el texto, Chile “enfrenta una situación de es-
trés fiscal prolongada, que nos lleva a un punto
de inflexión”, en tanto la trayectoria de la deuda
pública “refleja un desequilibrio fiscal persisten-
te”. Además, se reprochó a Hacienda que el cam-
bio propuesto “en las metas fiscales repite una
práctica que ha dificultado la consolidación de
las finanzas públicas, al trasladar parte de los es-
fuerzos de consolidación a las futuras adminis-
traciones”. 

Es también evidente que las mejores cifras eco-
nómicas que se esperan para los próximos meses
están influidas, en parte importante, por el cam-
bio de gobierno que se avecina y en la expectativa
de que una nueva administración pueda ordenar
la caja fiscal e impulsar el crecimiento.

Lo que en muchos aspectos sí se ha normaliza-
do, sin embargo, es la mediocridad. Hoy, lo nor-
mal es un país cuyo crecimiento potencial no su-
pera el 2%, con tasas de homicidio superiores en
50% a las de hace un lustro, con menos capaci-
dad de crear empleo, con listas de espera fuera
de control, con más campamentos y donde es
más difícil acceder a la vivienda, y es normal que
haya zonas que lleven años bajo estado de excep-
ción. Naturalmente, parte de la responsabilidad
de estas situaciones excede a la de este gobierno,
pero resignarse a aceptar como normal este esta-
do de cosas es profundamente insatisfactorio. 

LA SEMANA POLÍTICA
¿Normalización del país?

El relato que con
astucia se buscó
articular el año
pasado para
presentar su
administración
como aquella que
devolvió la
normalización al
país y estabilizó
la economía,
difícilmente les
podrá servir
ahora como base
para un discurso.

El bullado caso
del compañero de
colegio y amigo
del Presidente,
que tuvo que
renunciar hace
algunos días de
un cargo bien
pagado en un
ministerio, es una
síntesis
inmejorable de las
causas del
rechazo y
decepción que
para muchos ha
significado esta
administración. 

Seguidilla de escándalos
Desde el punto de vista político el balance es

igualmente crítico. El mejor ejemplo es el poco
respaldo y bajísimo interés que despiertan hoy las
candidaturas del oficialismo, varias de las cuales
sin éxito han tratado de desmarcarse del Gobier-
no. Y es que el haber sido ministra o ser el candi-
dato del partido del Presidente es una carga de-
masiado pesada.

La seguidilla de escándalos de las últimas sema-
nas, en que al caso de la fallida compra de la casa
del expresidente Allende le siguen como si fuera
una posta el caso Procultura y, luego, el reciente
informe de Contraloría que da cuenta de que mi-
les de empleados públicos salen del país, pese a
estar con licencia (ver editorial arriba), golpean en
la base la credibilidad del proyecto político de go-
bierno. Difícil resulta ahora plantear un discurso
sobre la base de una supuesta superioridad moral
de una generación que criticaba sin contemplacio-
nes a sus antecesores o pontificar que en el creci-
miento y protagonismo del Estado están puestas
las esperanzas para el desarrollo del país.

El bullado caso del compañero de colegio y
amigo del Presidente, contratado en un ministe-
rio con un altísimo sueldo y que tuvo que renun-

ciar solo después de que se conociese pública-
mente que era uno de los que hicieron uso abusi-
vo de las licencias médicas, es una síntesis inmejo-
rable de las causas de rechazo y decepción que
para muchos ha significado esta administración.
Una muestra de amiguismo al más alto nivel, de
abuso desenfadado de los cargos que son conside-
rados como un verdadero botín, de ineficiencia
crónica de un Estado que permite que un funcio-
nario esté bajo sumario por casi dos años sin que
pase nada y que solo salga cuando un medio in-
forma la situación, entre otras cosas. 

De otro lado, la reacción del Gobierno ante es-
tos casos denunciados por la Contraloría da cuen-
ta de un cierto extravío. Confiar en que la creación
de un Comité de Ausentismo Laboral en el Esta-
do o que el desarrollo de los sumarios pueda en-
frentar estas situaciones es ilusorio. ¿Qué expec-
tativas se pueden tener en los sumarios que im-
pulsa el ministro Marcel cuando el mencionado
caso del amigo del Presidente y muchos otros dan
cuenta de que no han tenido mayor impacto? En-
frentar casos como el de las licencias requiere se-
ñales más duras, mayor decisión y cambios es-
tructurales profundos. 

Los casos de
licencias médicas
con viaje incluido
son un cataliza-
dor en la necesa-
ria reforma al sis-
tema que regula
el ausentismo la-
boral por razones
de salud. Pero
más importante
a ú n , d e b e r í a n
también representar un punto de
inflexión en una discusión más
amplia de reforma del Estado.

Nadie debería verse sorpren-
dido de la existencia de licencias
médicas falsas, tanto en el sector
privado como en el público. Son
decenas —sino
cientos— de mi-
les de certifica-
dos injustifica-
dos que se emi-
ten anualmente,
dando cuenta de
incentivos mal
puestos y contro-
les inadecuados.
Pero hasta ahora
ha dominado la inacción, porque el
buenismo está bien instalado y
porque son muchos los grupos de
interés que tienen una maquinita
aceitada para sacar provecho del
sistema. Estos grupos son siempre
minoritarios, pero muy bien orga-
nizados e influyentes en la política.

Lo verdaderamente novedoso
es que estos casos parecen haber
colmado la paciencia de los chile-
nos y, con eso, gatillado lo que se
define como un tipping point: un
punto crítico en un proceso que lo-
gra un efecto significativo e inevi-
table en el sistema. La gran mayo-
ría de las personas —tanto funcio-
narios públicos como del sector
privado— se ganan la vida hones-

tamente, levantándose temprano
para hacer bien la pega y poder
darles oportunidades a sus fami-
lias. Los casos de corrupción acu-
mulados en el tiempo han ido ho-
radando la confianza en el buen
uso de los recursos públicos y todo
sugiere que el caso de las licencias
—tan grotesco como evidente—
genera un hastío monumental,
abriendo un espacio político ine-
xistente hasta ahora.

En cualquier institución, los
procesos importantes de reforma
requieren dos ingredientes para su
éxito: claridad en los cambios a in-
troducir y apoyo en la organiza-
ción. El Estado no es distinto. Sobre
lo primero hay más consenso; exis-

ten numerosas
evaluaciones téc-
nicas y objetivas
de l func iona-
miento de distin-
tas reparticiones
públicas, tanto
para estudiar si
se just i f ica su
existencia como
para analizar si

las tareas son ejecutadas de la me-
jor manera. Pero el apoyo popular
parecía escuálido. Hasta ahora. 

La reforma del Estado afecta a
los intermediarios y funcionarios
públicos que administran progra-
mas o que se resisten a modificar
su manera de trabajar. Cuando esta
resistencia encuentra eco en la po-
blación, no hay piso político para
estas reformas. Pero nada es inmu-
table. En el momento en que la po-
blación reconoce que el Estado re-
quiere cirugía mayor, se firma la li-
cencia para reformar.

Sin anticiparlo, los abusadores
han cavado su propia tumba.

C O L U M N A  D E  O P I N I Ó N

Licencia para reformar

El caso de las licencias

genera un hastío

monumental, abriendo

un espacio político

inexistente hasta ahora.

Si desea comentar esta columna, hágalo en el blog.

Por
Sebastián Claro
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